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HASTA EL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA RECURRE A LA AMENAZA 
DE UN PARO PARA EXIGIR ATENCIÓN DEL GOBIERNO A SUS DEMANDAS

CONALJUSIP EXIGE AL DIRECTORIO DE LA CNS ASUMIR ACCIONES 
INMEDIATAS CONTRA EL DECRETO SUPREMO 5618, QUE DEJA SIN 
EFECTO LAS NOTAS DE CARGO CONTRA COOPERATIVAS MINERAS

La Paz, 01 de julio de 2026.- La Confederación 
Nacional de Jubilados del Sistema Integral 
de Pensiones exigió al Directorio de la 
Caja Nacional de Salud asumir acciones 
inmediatas para lograr la abrogación del 
Decreto Supremo N.º 5618, al considerar que 
esta norma deja sin efecto las notas de cargo 
emitidas contra las cooperativas mineras 
FERRECO R.L. y FECOMAN L.P. R.L., 
beneficiándolas con la condonación de una 
deuda de Bs 161.772.079,38 correspondiente 
a las gestiones 2016-2025. Mediante una 
carta dirigida al presidente y al Directorio 

de la CNS, la organización también solicita 
que la institución haga pública su oposición 
al decreto y exige la destitución del Gerente 
General y del Jefe Nacional Jurídico, al 
considerar que incumplieron su deber de 
defender los recursos de la seguridad social. 
CONALJUSIP advierte que la pérdida 
de más de 161,7 millones de bolivianos 
perjudica gravemente las finanzas de la 
Caja Nacional de Salud y limita la atención 
de las necesidades de los asegurados, como 
la compra de medicamentos, equipos e 
insumos.

Central de Noticias Obreras Cochabamba, 01 de 
julio de 2026.- El Órgano Judicial otorgó un plazo 
de 20 días al Gobierno y a la Asamblea Legislativa 
para atender sus demandas institucionales y 
advirtió que, de no existir respuestas, iniciará 
un paro nacional escalonado de jueces y vocales. 
Entre sus principales exigencias se encuentra la 
aprobación de un paquete de cuatro proyectos de 
ley destinados a fortalecer la administración de 
justicia: garantizar la independencia financiera 
y presupuestaria del Órgano Judicial mediante 
la modificación de la Ley N.º 025; modificar la 
Ley N.º 044; aprobar una ley de financiamiento 
para la modernización tecnológica del sistema 
judicial; y una ley sobre prescripción y 
consolidación de depósitos judiciales. 

Asimismo, demanda un incremento 
presupuestario progresivo hasta alcanzar una 
asignación equivalente al 5% del Presupuesto 
General del Estado. Las autoridades judiciales 
también expresaron su rechazo a la designación 
de magistrados del Tribunal Supremo de Justicia 
y del Tribunal Constitucional Plurinacional por 
mecanismos distintos a la elección mediante 
voto popular, al considerar que ello desconoce el 
procedimiento establecido por la Constitución 
Política del Estado.

 El presidente del Tribunal Supremo de 
Justicia, Romer Saucedo, afirmó que el 
Órgano Judicial agotará primero la vía 
del diálogo, pero advirtió que, si sus 
demandas no son atendidas, recurrirá a 
medidas de presión. 

Se trata de una nueva muestra de que la 
democracia en Bolivia no funciona como 
mecanismo para resolver los conflictos 
y atender las demandas sociales e 
institucionales. Incluso uno de los 
órganos del propio Estado, encargado 
de administrar justicia y hacer cumplir 
las leyes, se ve obligado a amenazar con 
recurrir a la acción directa para exigir 
que sus demandas sean atendidas por el 
gobierno. En Bolivia, los problemas no 
se resuelven por las vías institucionales 
ni mediante el funcionamiento regular 
de la democracia representativa. Las 
demandas de los trabajadores, de 
los sectores sociales e, incluso, de 
las propias instituciones del Estado, 
terminan resolviéndose en las calles, 
mediante marchas, bloqueos, paros y 
otras medidas de presión.


